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Introducción
La violencia asociada a la lucha contra el narcotráfico que 
ha devastado partes de México en los últimos años ha 
dejado muchas víctimas: decenas de miles de personas 
asesinadas por traficantes o por las fuerzas de seguridad, 
incluyendo miles de civiles inocentes, cuyas muertes, en su 
mayoría, nunca serán investigadas; madres y padres que han 
perdido a sus hijos a manos del tráfico de drogas; huérfanos 
estigmatizados por sus comunidades, quienes, ante la 
muerte violenta del padre, suponen que éste era un criminal; 
ciudades que han visto a sus habitantes huir aterrados y a 
sus negocios cerrar por falta de clientes o por culpa de la 
extorsión; la lista continúa.

Este informe busca dar voz a algunas de las víctimas de la 
lucha contra el crimen organizado en México, especialmente 
a aquellos individuos que han sufrido abusos a manos de las 

mismas fuerzas de seguridad cuya función es protegerlos. 
No pretende minimizar las incontables atrocidades 
cometidas por organizaciones narcotraficantes y otros 
grupos criminales en México, ampliamente documentadas 
en los medios. Por el contrario, el informe se centra en 
las violaciones a los derechos humanos — incluyendo 
desapariciones forzadas, tortura y detenciones arbitrarias — 
cometidas por las fuerzas de seguridad del Estado Mexicano, 
principalmente las fuerzas armadas, en el contexto de la 
lucha antidroga en el país. La impunidad por las violaciones 
cometidas fomenta nuevos abusos, además de debilitar la 
confianza de los ciudadanos y su voluntad de colaborar en la 
lucha contra cualquier tipo de crimen.

Debido a los altos niveles de violencia y violaciones a 
los derechos humanos en Ciudad Juárez, el informe subraya 
especialmente la situación en esta ciudad. Los casos señalados 
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ii	 A	no	ser	que	se	indique	lo	contrario,	las	estadísticas	sobre	la	cantidad	de	muertes	violentas	relacionadas	con	el	tráfico	de	drogas	
y	la	lucha	antidroga	ocurridas	durante	la	administración	de	Calderón	citadas	en	este	informe	provienen	de	los	registros	del	diario	
Milenio	desde	el	1	de	diciembre	de	2006	al	30	de	junio	de	2010.	Estos	datos	fueron	recopilados	y	sistematizados	por	Roberto	
López,	Rafael	López	y	Melissa	del	Pozo,	reporteros	de	Milenio	(www.milenio.com).	Si	bien	existen	varios	diarios	y	otras	fuentes	
que	ofrecen	estadísticas	de	este	tipo	(las	cifras	varían	de	acuerdo	a	la	fuente	consultada),	Milenio	es	reconocido	a	nivel	nacional	
como	una	fuente	de	información	confiable	sobre	las	muertes	violentas	relacionadas	con	la	lucha	antidroga	durante	el	periodo	
2006–2010;	por	otra	parte,	elegimos	basarnos	en	estas	cifras	porque	son	más	conservadoras	que	algunas	de	las	otras	fuentes	
disponibles.	Agradecemos	a	Milenio,	Roberto,	Rafael	y	Melissa	su	colaboración	en	este	aspecto	del	informe.

Muertes violentas ocurridas en la lucha antidrogas  
en México durante el gobierno de Felipe calderón
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a lo largo del informe han sido documentados por 
organizaciones de derechos humanos locales en 
Ciudad Juárez y la ciudad de Chihuahua, las cuales, 
con enorme coraje, han tratado de arrojar luz sobre 
las violaciones ocurridas como consecuencia de 
operaciones de seguridad en el estado de Chihuahua. 
En primer lugar, el informe da cuenta de la violencia 
relacionada con el narcotráfico y las políticas 
adoptadas por el gobierno de México, con el apoyo 
del gobierno de Estados Unidos, para hacer frente a la 
crisis de seguridad en México. Posteriormente examina 
las violaciones a los derechos humanos cometidas por 
las fuerzas de seguridad mexicanas en el marco de la 
lucha antidroga del gobierno.

La ola de violencia en Méxicoii

En el año 2005 — que marca el inicio de la actual 
ola de violencia — se registraron menos de 1,800 
asesinatos relacionados con el tráfico de drogas1. 
Estas cifras aumentaron dramáticamente tras la toma 
de protesta de Felipe Calderón como presidente en 

diciembre de 2006. En junio de 2010 se contabilizaron 
aproximadamente 23,000 víctimas mortales de 
la violencia relacionada con el narcotráfico desde 
el inicio del gobierno de Calderón. En 2009 se 
registraron más de 8,200 homicidios relacionados con 
el narcotráfico; en junio de 2010 ya se contabilizaban 
más de 6,200 muertes en lo que iba de año.

Los datos disponibles sugieren que más de la mitad 
de los homicidios relacionados con el narcotráfico 
ocurrieron en los estados de Chihuahua, Sinaloa, 
Guerrero y Baja California, aunque en los últimos tres 
años y medio la violencia relacionada con las drogas ha 
afectado a todas las entidades federativas y al Distrito 
Federal. Además, el narcotráfico ha demostrado cuán 
fácilmente la violencia se puede trasladar de un lugar a 
otro con el desplazamiento de las batallas por territorio  
y los cambios en las alianzas entre las organizaciones 
narcotraficantes. Nuevo Laredo, localizada en el 
estado de Tamaulipas donde un pico de violencia 
en 2005 ocasionó el primer operativo antidroga del 
gobierno de presidente Fox, había pasado por un 
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núMero de Muertes relacionadas con la lucha  
antidrogas en algunas entidades Federativas  
en el periodo dicieMbre 2006 – Junio 2010

Fuente:	Roberto	López,	Rafael	López	y	Melissa	del	Pozo;	Milenio Diario
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periodo relativamente tranquilo en los últimos años 
registrándose 31 homicidios en 2009 en todo el estado. 
Sin embargo, como consecuencia de nuevas rivalidades 
entre organizaciones traficantes de drogas, Nuevo 
Laredo y otras ciudades del estado están nuevamente 
sumidas en la violencia; en la primera mitad de 2010 se 
registraron 260 muertes  
en Tamaulipas.2

A pesar de que el gobierno mexicano ha detenido 
o acabado con la vida de miembros notorios de 
organizaciones de narcotraficantes y ha incautado 
importantes cantidades de drogas y armas, la 
violencia continúa ininterrumpida como también 
el flujo de drogas a los consumidores de Estados 
Unidos. Adicionalmente, estos grupos criminales han 
expandido sus actividades ilícitas en el país más allá 
del tráfico de drogas para incluir el lavado de dinero, 
el tráfico de personas, los secuestros y la extorsión.

Elementos de la política  
de seguridad mexicana
Tras asumir su cargo en diciembre de 2006, el 
presidente mexicano Felipe Calderón anunció que la 
lucha contra el crimen organizado sería una prioridad 
para su gobierno. Para ello, desarrolló una estrategia 
basada en el uso de la fuerza — principalmente 
a través del despliegue de las fuerzas armadas 
mexicanas — para desbaratar las actividades de las 
organizaciones traficantes de droga a la vez que 
implementaba reformas institucionales, en particular 
a los sistemas policial y judicial. 3

OperativOs antidrOga
Pocos días después de asumir la presidencia, 
Calderón lanzó en Michoacán, su estado natal, el 
primero de varios operativos militares antidroga en 
estados mexicanos considerados “zonas calientes” 
del crimen organizado.4 Según el gobierno mexicano, 
la presencia de los militares en la calle revertiría 
la tendencia a la inseguridad en México y por este 
motivo se asignaron a las fuerzas armadas tareas 
hasta entonces reservadas para la policía y otras 
autoridades civiles. Estos operativos antidroga 
incluían el establecimiento de numerosos retenes 
militares para detectar drogas y armas, además de 
facultar a las fuerzas armadas para efectuar cateos y 
emitir órdenes de aprehensión, desmantelar centros 
de distribución de drogas y, en ciertos estados, 
erradicar cultivos ilícitos.

Se estima que hay casi 50,000 militares desplegados 

en varias regiones del país en operativos antidroga en 
los que los soldados llevan a cabo actividades que por 
ley corresponden a la policía civil.5

refOrmas judiciales
La capacidad de investigar, juzgar y sancionar 
efectivamente a las personas que cometan delitos es 
un elemento fundamental del Estado de Derecho. Sin 
embargo, se estima que en México menos del 25 por 
ciento de los crímenes son denunciados y sólo el 2 por 
ciento de ellos resultan en una sentencia. Dando cuenta 
de la necesidad de cambiar el sistema de justicia 
penal en México, en 2008 se aprobaron una serie de 
reformas constitucionales y legislativas. Uno de los 
elementos clave de estas reformas es la transformación 
del sistema judicial mexicano en un modelo judicial 
acusatorio en el que la fiscalía y la defensa asumen 
posiciones opuestas y cada parte presenta su evidencia 
y argumentos en un juicio público. Este sistema es 
totalmente diferente del tradicional modelo inquisitivo 
mexicano, donde la mayor parte de la evidencia es 
presentada por escrito al juez y el proceso penal no es 
público. Otros elementos importantes de las reformas 
incluyen el derecho a la presunción de inocencia y 
la introducción de vías alternativas de resolución de 
conflictos en procesos penales. 

Dada la magnitud de las reformas que están 
siendo implementadas, las cuales deberían resultar 
en un sistema judicial más efectivo, eficiente y 
transparente, el Estado mexicano estableció un periodo 
de transición de ocho años para la implementación 
del sistema oral acusatorio de justicia penal. Sin 
embargo, la implementación ha sido lenta y es posible 
que exceda los plazos previstos. En mayo de 2010, 
sólo 13 de los 31 estados mexicanos (y el Distrito 
Federal) habían tomado medidas para implementar 
las reformas previstas para este periodo y en la vasta 
mayoría de estos estados el nuevo sistema aún no 
está funcionando. Esto deja a víctimas, acusados y 
abogados en un sistema principalmente inquisitivo que 
no permite el debate de igual a igual entre las partes 
ni el examen riguroso de las pruebas y no respeta las 
garantías fundamentales del debido proceso. 6

Otros cambios que, al contrario del sistema 
acusatorio, entraron en vigor inmediatamente después 
de la promulgación de la reforma constitucional 
en 2008 incluyen una serie de medidas para hacer 
frente al crimen organizado que son violatorios de 
los derechos humanos. En este sentido, cabe destacar 
la aplicación del arraigo (detención preventiva) en 
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sólo iba a trabaJar

centro de pastoral obrera de la diócesis de cd. Juárez

En	el	mes	de	agosto	de	2008,	Roberto	recorría	el	mismo	camino	en	rumbo	a	la	empresa	donde	había	
trabajado	en	el	turno	nocturno	por	25	años	en	Ciudad	Juárez.	Antes	de	llegar	a	su	lugar	de	trabajo	fue	
detenido	por	un	retén	de	militares,	lo	bajaron	del	auto,	lo	inspeccionaron	y	acosaron	con	preguntas	
violentas:	¿qué	hacía	en	su	auto	a	esa	hora?,	¿a	dónde	se	dirigía?,	¿por	qué	estaba	nervioso?	y	aunque	
se	esforzaba	por	contestar	de	la	mejor	manera,	el	temor	sobre	lo	que	les	ha	sucedido	a	muchos	en	
Ciudad	Juárez	lo	puso	nervioso.	Luego	que	los	soldados	revisaron	el	auto,	le	mostraron	un	paquete	
con	droga	[que	Roberto	no	reconoció]	e	iniciaron	otro	interrogatorio,	¿de	dónde	había	sacado	la	
droga?,	¿quién	se	la	había	vendido?	Roberto	no	acertaba	a	poder	contestar,	nunca	ha	consumido	
droga,	ni	comprado	ni	vendido,	sólo	iba	al	trabajo.
	 Le	vendaron	los	ojos,	lo	ataron	de	las	muñecas	y	lo	llevaron	a	un	lugar	que	sólo	conoce	por	los	
sonidos,	pisadas	fuertes	que	entraban	y	salían,	preguntas	de	los	militares,	golpes	y	gritos	de	hombres	
que	estaban	en	el	mismo	lugar	y	estaban	siendo	torturados.
	 A	los	tres	días	de	interrogatorios	y	golpes,	lo	soltaron	con	una	advertencia:	“Si	te	preguntan	qué	te	
pasó,	diles	que	te	secuestraron,	acuérdate	que	sabemos	donde	vive	tu	familia”.
	 La	familia	acudió	a	interponer	denuncia	el	mismo	día	de	su	desaparición	en	agosto	de	2008.	En	
febrero	de	2010	fue	llamado	a	ampliar	la	denuncia	contra	los	militares	por	el	Mayor	Lic.	Dorian	
Martínez	de	Justicia	Militar	en	Ciudad	Juárez	y	decidió	no	acudir	por	el	temor	a	las	represalias.

casos en los que se investigan posibles conexiones 
con el crimen organizado. Bajo la figura del arraigo, un 
sospechoso puede ser privado de su libertad por un 
periodo de 40 días, prolongable a 80 días, sin acusación 
formal en su contra. Se han documentado numerosos 
casos en los que individuos detenidos en arraigo 
han sido torturados para obtener evidencia o una 
confesión forzada (posiblemente falsa).7 Las reformas, 
en definitiva, también establecieron dos sistemas 
judiciales separados, uno para el “crimen organizado” y 
otro para el “crimen común”. Los individuos acusados 
de tener vínculos con el crimen organizado pueden ser 
detenidos en centros especiales, con mínimo contacto 
con terceros, por ejemplo sus abogados, y estar sujetos 
a estándares procesales que ofrecen menor protección 
en materia de debido proceso de la que corresponde 
por ley a los detenidos “normales”. Por ejemplo, en 
casos relacionados con el crimen organizado se puede 
negar a la defensa acceder al nombre y otra información 
acerca del acusador. El temor por la seguridad en casos 
vinculados al crimen organizado puede ser real; hacerle 
frente a costa de las garantías del debido proceso no 
aumenta la seguridad, por el contrario, menoscaba el 
respeto por los derechos humanos.

refOrma pOlicial

En cuanto a la policía, el cambio más significativo 
fue la reestructuración de las fuerzas de seguridad 
federales para establecer la Policía Federal en junio 
de 2009, que integra a la antigua Policía Federal 
Preventiva (PFP) y la Agencia Federal de Investigación 
(AFI) en una sola fuerza. La Policía Federal ganó 
facultades de investigación; asimismo, la Procuraduría 
General de la República (PGR) mantuvo un número 
reducido de efectivos de la Policía Federal Ministerial 
para llevar adelante sus investigaciones.8 En paralelo a 
la creación de esta “nueva” fuerza policial, el gobierno 
federal implementó medidas para profesionalizar, 
capacitar y modernizar la fuerza. Estas medidas 
incluyen: mejores estándares de contratación, una 
academia de policía modernizada (situada en San Luis 
Potosí), y una plataforma de comunicación integrada 
conocida como Plataforma México.9

Como resultado de estas acciones se establecieron 
mejores sistemas para depurar a la policía e investigar 
a los nuevos reclutas, además de mecanismos para 
aumentar el control ciudadano de la policía, tales como 
la creación de observatorios ciudadanos para la Policía 
Federal y las policías estatales. Sin embargo, expertos 
en reforma policial en México han expresado su 
preocupación acerca de la expansión de las facultades 
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Un	soldado	mexicano	patrullando	en	Ciudad	Juárez.
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de investigación de la Policía Federal y su autoridad 
para intervenir las comunicaciones sin los mecanismos 
de control internos y externos necesarios, al tiempo 
que critican el fracaso de la nueva ley en cuanto a 
la incorporación de mecanismos de transparencia y 
rendición de cuentas.10

Cooperación de Estados Unidos  
en materia de seguridad
La posición de México en el tráfico global de drogas y 
los niveles de violencia que éste genera actualmente 
están vinculados a su situación geográfica fronteriza 
con Estados Unidos, el país con los mayores niveles 
de consumo de drogas ilegales del mundo.11 Los 
funcionarios estadounidenses cada vez se inclinan 
más a aceptar parte de la responsabilidad por el 
narcotráfico y la violencia en México, incluyendo 
a la Secretaria de Estado, Hillary Clinton, quien, 
con motivo de su visita a México en marzo de 2009, 
declaró que “[nuestra] insaciable demanda de drogas 
ilegales alimenta el narcotráfico. Nuestra incapacidad 
de detener el tráfico de armas a través de la frontera 
para armar a estos criminales ocasiona la muerte de 
policías, soldados y civiles.” 12

Durante décadas, el gobierno de Estados Unidos 
ha jugado un papel en la definición de la lucha 
antidroga de México, que incluye la promoción de la 
participación de las fuerzas armadas mexicanas en 
los operativos antidroga. Si bien no es la primera vez 
que Estados Unidos provee asistencia en seguridad 
a México, ésta alcanzó niveles sin precedente tras 
el inicio del gobierno de Calderón en 2006. Las 
negociaciones entre Estados Unidos y México 
culminaron con el anuncio, el 22 de octubre de 2007, 

de la “Iniciativa Mérida”, un programa de asistencia en 
seguridad para México y América Central. El paquete 
de ayuda ya ha excedido los tres años previstos 
inicialmente para su duración y Estados Unidos ha 
expresado su compromiso por mantener este alto nivel 
de cooperación con México más allá de 2012. 13

Hasta la fecha, Estados Unidos ha destinado 
$1.5 mil millones en asistencia para México bajo la 
Iniciativa Mérida con el fin de combatir el tráfico de 
drogas y la violencia asociada al mismo, incluyendo 
asistencia específica para la reforma judicial, el 
desarrollo institucional, la lucha anticorrupción y 
el fomento del Estado de Derecho.14 Una porción 
significativa de los fondos, $481.5 millones, ha sido 
destinada a la compra de helicópteros de transporte 
para la Secretaría de la Defensa Nacional de 
México (SEDENA) y aeronaves de vigilancia para la 
Secretaría de Marina de México (SEMAR). Aparte de 
los fondos de la Iniciativa Mérida, que provienen del 
Departamento de Estado, el Departamento de Defensa 
de Estados Unidos (DOD) continúa apoyando a las 
fuerzas armadas mexicanas en la lucha antidroga. Se 
estima que entre 2008 y 2010 el DOD destinó $80.9 
millones a financiar la lucha antidroga en México.15

Junto con su creciente apoyo económico a los 
esfuerzos del gobierno mexicano en materia de 
seguridad, el Congreso estadounidense reconoció 
la necesidad de mejorar la situación de los derechos 
humanos en México y no quiso vincular a Estados 
Unidos con el apoyo o entrenamiento a violadores de 
derechos humanos. Por ello, la Iniciativa Mérida incluye 
la posibilidad de retener el 15% de los fondos asignados 
hasta que el Departamento de Estado informe al 
Congreso que el gobierno mexicano está cumpliendo 
con los cuatro requisitos en materia de derechos 
humanos previamente acordados entre los gobiernos 
de Estados Unidos y México. Estos requisitos consisten, 
entre otros, en garantizar que las autoridades civiles 
investiguen las violaciones a los derechos humanos 
por parte de las fuerzas armadas y la Policía Federal y 
en cumplir con la prohibición de dar valor probatorio a 
las declaraciones obtenidas mediante tortura.16 A pesar 
de que varias organizaciones de derechos humanos 
estadounidenses, mexicanas e internacionales han 
documentado el incumplimiento de estos requisitos por 
parte del gobierno mexicano,17 en especial la falta de 
investigaciones y acciones judiciales contra miembros 
de las fuerzas armadas responsables de violaciones a 
los derechos humanos, el Departamento de Estado ha 
enviado dos informes favorables al Congreso sobre 
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 “ayúdenMe, sáquenMe de aquí, sigo viva, tengo Miedo”

centro de derechos humanos paso del norte; centro de derechos humanos de las Mujeres;  
comisión de solidaridad y defensa de los derechos humanos (cossydhac)

El	29	de	diciembre	de	2009,	José	Ángel	Alvarado	Herrera	y	su	prima	Nitza	Paola	Alvarado	Espinoza,	
se	encontraban	en	una	camioneta	afuera	de	la	casa	de	un	familiar	en	la	comunidad	de	Benito	
Juárez	de	Buenaventura,	Chihuahua	cuando	fueron	arbitrariamente	detenidos	por	diez	militares	del	
Ejército	Mexicano	en	uniformes.	Los	militares	se	acercaron	al	vehiculo	de	José	Ángel,	lo	sacaron	y	lo	
golpearon,	y	luego	subieron	a	José	Ángel	y	Nitza	a	sus	camionetas	y	se	los	llevaron.
	 Minutos	después	ese	mismo	día,	su	tía	se	encontraba	en	su	domicilio	junto	con	su	hija,	Rocío	Irene	
Alvarado	Reyes,	de	18	años,	cuando	escuchó	un	vehículo	y	se	dio	cuenta	que	estaban	jalando	su	
puerta	de	la	entrada.	Cuando	ella	fue	a	abrir	unos	militares	con	armas	largas	la	empujaron	y	le	dijeron	
que	se	encerrara	en	el	baño	con	los	niños	y	que	iban	a	arrestar	a	su	hija.	La	madre	les	preguntó	por	
qué	motivo	y	le	dijeron	que	se	callara	y	no	estuviera	preguntando.	Los	militares	secuestraron	a	Rocio	
sin	decir	a	dónde	ni	por	qué	motivo	se	la	habían	llevado.	
	 La	familia	denunció	los	hechos	inmediatamente	ante	la	policía	de	la	comunidad	y	ante	la	
Procuraduría	General	de	Justicia	del	Estado	con	sede	en	Nuevo	Casas	Grandes,	donde	se	negaron	
a	tomarles	la	denuncia.	Fue	hasta	el	31	de	diciembre	cuando	el	Ministerio	Público	de	Buenaventura	
accedió	a	tomar	la	denuncia	correspondiente	y	ese	mismo	día	informó	a	la	familia	que	“tenía	
información	que	las	tres	personas	se	encontraban	en	el	Batallón	35	de	Infantería	y	que	los	estaba	
investigando	el	ejército.”	
	 Los	familiares	han	tenido	varias	reuniones	con	oficiales	del	Batallón	35	de	Infantería,	las	cuales	no	
han	resultado	en	avances	en	las	investigaciones	o	en	encontrar	sus	familiares	desaparecidos.
	 El	3	de	febrero	de	2010	la	desaparecida	Nitza	se	comunicó	por	teléfono	con	uno	de	sus	familiares.	
Nitza	le	dijo	llorando	“Ayúdenme,	sáquenme	de	aquí,	sigo	viva,	tengo	miedo.”	Las	autoridades	locales,	
estatales	y	federales	han	sido	informadas	sobre	esta	llamada	pero	hasta	la	fecha	los	familiares	
desconocen	si	ha	habido	resultados	de	su	rastreo.
	 El	4	de	febrero	el	ejército	mexicano	realizó	visitas	a	los	domicilios	de	los	familiares	de	los	
desaparecidos	de	manera	amenazante	e	intimidatoria,	diciendo	a	los	familiares	que	buscan	a	quienes	
están	interponiendo	denuncias	en	contra	del	ejército.
	 El	20	de	febrero	la	Procuraduría	General	de	Justicia	del	Estado	declinó	las	investigaciones	a	favor	
de	la	Procuraduría	General	de	Justicia	Militar.	Desafortunadamente,	no	se	tiene	acceso	al	expediente	
dentro	del	fuero	militar.	Las	denuncias	y	quejas	interpuestas	ante	autoridades	estatales,	municipales	
y	federales	no	tienen	en	autos	ninguna	diligencia	que	se	haya	realizado	para	intentar	localizar	a	las	
victimas	y	hasta	la	fecha	de	esta	publicación,	se	desconoce	el	paradero	de	José	Ángel,	Nitza	y	Rocío.

los requisitos, a consecuencia de los cuales se liberó la 
mayor parte de los fondos retenidos.

Violaciones a los derechos humanos  
en el marco de operativos antidroga
La dependencia del gobierno mexicano en las fuerzas 
armadas no ha dado una respuesta satisfactoria 
a la inseguridad que asola a muchas regiones de 

México, como demuestra el aumento continuado de 
los asesinatos asociados al narcotráfico, y además ha 
expuesto a la población civil a numerosas violaciones 
a los derechos humanos. Un indicador de los abusos 
cometidos por los militares es la cantidad de 
denuncias recibidas por la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos (CNDH) contra la Secretaría de 
la Defensa Nacional (SEDENA). Esta cifra aumentó 
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casos de MuJeres

ha habido varias denuncias de mujeres que han sido abusadas por el ejército y la policía Federal en 
ciudad Juárez. 

abusos de soldados hacia las MuJeres Juarenses
casa amiga centro de crisis

Una	noche	dos	hermanas	de	32	y	23	años	de	edad	salieron	a	dar	una	vuelta	en	un	bar	de	la	localidad.	
Al	salir	de	ese	lugar	las	abordó	una	patrulla	para	una	revisión.	Unos	minutos	después	llegaron	unos	
soldados	y	a	una	de	las	hermanas	la	subieron	a	una	Cherokee	y	la	otra	fue	obligada	a	conducir	su	
carro	acompañada	de	un	soldado.	Las	llevaron	a	un	lote	baldío	cerca	de	la	estación	Chihuahua	
donde	dejaron	el	carro.	Luego	las	llevaron	en	la	Cherokee	en	la	cual	iban	a	bordo	tres	hombres,	las	
fueron	manoseando,	lamiendo,	y	anduvieron	por	varias	colonias	de	la	ciudad	hasta	llegar	a	un	lote	
baldío.	Bajaron	a	la	muchacha	de	23	años,	estaban	ahí	otros	policías	con	uniforme	y	uno	de	ellos	le	
introdujo	sus	dedos	en	la	vagina.	A	la	otra	mujer	la	dejaron	en	la	camioneta,	le	mordieron	los	pechos,	
en	ese	momento	ella	dijo	que	estaba	embarazada	y	solamente	la	empujaron.	Después	de	un	rato	las	
volvieron	a	llevar,	ahora	a	un	Oxxo,	donde	las	entregaron	a	los	soldados	que	las	habían	detenido	al	
principio.	Mientras	los	soldados	estaban	distraídos	ellas	aprovecharon	para	escapar,	corrieron	hasta	
que	encontraron	alguien	para	llevarlas	a	luegar	donde	estaba	su	carro.
	 Ellas	pusieron	una	denuncia	el	lunes	siguiente,	pero	por	miedo	a	represalias,	contra	ellas	o	su	
familia,	ya	no	piensan	continuar	con	esta.	Las	mujeres	recuerdan	que	en	un	momento	los	soldados	les	
dijeron	que	no	sabían	lo	que	les	iba	a	pasar	y	que	esta	experiencia	apenas	comenzaba.	

“siento un sentiMiento que nunca había sentido  
de rabia, coraJe, iMpotencia y Miedo Mucho Miedo” 
el centro de derechos humanos de las Mujeres (cedehM)

El	4	de	noviembre	de	2009,	una	mujer	fue	detenida	por	una	unidad	de	militares	en	el	traslado	de	su	
casa	al	trabajo	en	Ciudad	Juárez.	Le	pidieron	que	descendiera	de	su	automóvil	para	revisarlo	y	ella	
accedió	y	les	pidió	que	lo	hicieran	rápidamente	porque	no	quería	llegar	tarde	a	su	trabajo.	Los	soldados	
se	molestaron	y	le	dijeron	que	entonces	también	le	harían	una	revisión	física	a	ella.	Ella	les	preguntó	si	
habría	una	mujer	que	pudiera	hacerlo,	pero	los	soldados	sólo	se	rieron. “Me	tocaron	el	cuerpo	mientras	
me	decían	—	qué	rico	hueles	güerita	—	se	burlaban	de	mí	y	me	recargaron	en	la	camioneta	para	
seguirme	revisando	como	si	fuera	una	delincuente	y	tocando	mis	partes	íntimas.”	Una	compañera	del	
trabajo	pasó	por	el	lugar	y	se	detuvo	a	preguntarme	qué	sucedía	y	si	estaba	bien;	los	soldados	se	rieron	
y	uno	de	ellos	finalmente	dio	la	orden	para	que	me	dejaran	ir.	“Es	algo	que	me	ha	afectado	pues	siento	
un	sentimiento	que	nunca	había	sentido	de	rabia,	coraje,	impotencia	y	miedo	mucho	miedo”.	No	soy	la	
única,	“tengo	otra	compañera	que	le	hicieron	lo	mismo”.

casi en un 1000% en los primeros tres de los seis 
años del mandato de Calderón, de 182 denuncias en 
2006 a 1,791 en 2009.18 En una declaración emitida a 
fines de junio de 2010, la SEDENA reconoció que la 
Comisión Nacional había recibido un total de 3,981 
denuncias en su contra por abusos a los derechos 

humanos.19 Las violaciones a los derechos humanos 
denunciadas incluyen actos de tortura, detenciones 
arbitrarias, cateos sin orden judicial, abusos sexuales, 
desapariciones forzadas y ejecuciones arbitrarias.

El aumento en el número de violaciones a los 
derechos humanos por parte de las fuerzas armadas 
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núMero de Muertes violentas registradas  
en cd. Juárez en el periodo 2005 – 2009
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Fuente:
•	 Datos	estadísticos	del	INEGI	sobre	muertes	violentas	en	Cd.	Juárez	en	el	periodo	2005–2008,	disponible	en:	http://inegi.org.mx/

est/contenidos/espanol/proyectos/continuas/vitales/bd/mortalidad/MortalidadGeneral.asp?s=est&c=11144	
•	 Agencia	EFE,	“Ciudad	Juárez	supera	2,600	muertes	en	2009	y	es	urbe	más	violenta	de	México,”	LA	CRONICA	DE	HOY,	31	de	

diciembre	de	2009,	disponible	en:	http://www.cronica.com.mx/nota.php?id_nota=478444

es preocupante, sobre todo porque los soldados 
mexicanos rara vez son investigados y juzgados 
por los abusos que cometen y los pocos casos que 
resultan en acciones judiciales son atraídos por las 
autoridades militares en lugar de las autoridades 
judiciales civiles. El Artículo 13 de la Constitución 
Mexicana establece que los delitos contra civiles 
perpetrados por miembros de las fuerzas armadas 
pertenecen al fuero civil. Sin embargo, el Artículo 
57 del Código de Justicia Militar de México ha 
sido ampliamente interpretado para justificar la 
competencia del fuero militar para investigar casos 
de violaciones a los derechos humanos contra civiles. 
La Procuraduría General de Justicia Militar suele 
declararse competente en casos de violaciones a 
los derechos humanos que involucran a militares; 
al mismo tiempo, las instituciones judiciales del 
fuero civil le ceden jurisdicción aún cuando no 
están obligadas a hacerlo. El sistema de justicia 
militar se caracteriza por la falta de objetividad, 
transparencia e independencia, lo que ha resultado en 
el prácticamente nulo avance de las investigaciones 
por abusos cometidos por miembros de las fuerzas 

armadas. Hasta la fecha, solamente una violación 
a los derechos humanos cometida por un militar 
durante el gobierno de Calderón ha resultado en una 
condena en el fuero militar (se trata de un soldado 
condenado a nueve meses en prisión por disparar a 
un civil que no se detuvo ante un retén militar).20

El rol de las fuerzas armadas como principal 
actor en los operativos antidroga ha llevado a un 
aumento en los abusos dada la impunidad de la que 
históricamente han gozado las fuerzas castrenses 
mexicanas. Pero también hay otros peligros asociados 
a la participación de los militares en operaciones de 
seguridad pública relacionados con las diferencias 
en entrenamiento y mandato entre las fuerzas. Las 
fuerzas armadas están entrenadas para actuar en 
situaciones de combate, en las cuales el objetivo 
es eliminar al enemigo mediante el uso de la 
fuerza sin consideración alguna por el bienestar 
del enemigo. Por el contrario, las fuerzas policiales 
están entrenadas para interactuar con civiles dentro 
de un marco básico de derechos constitucionales. 
Debido a las diferencias en cuanto a roles y 
tácticas, los conflictos y abusos son prácticamente 
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inevitables cuando se asigna a los militares tareas 
que corresponden a la policía. Aparte genera serias 
dudas acerca de la práctica actualmente extendida 
de nombrar a militares en cargos de mando en las 
fuerzas policiales locales.

Violaciones a los derechos humanos durante  
el Operativo Conjunto Chihuahua
En 2008 la tasa de homicidios en Ciudad Juárez 
— la ciudad más grande del estado de Chihuahua, 
situada en la frontera con El Paso, Texas — fue de 130 
por cada 100,000 habitantes.21 En 2009, esta cifra 
ascendió a 191.22 En ambos años Juárez tuvo la tasa 
de homicidios más alta del país y una de las más altas 
del mundo.23 Según una reciente encuesta conducida 
por la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, el 
gobierno municipal y la Organización Panamericana 
de la Salud se estima que alrededor de 230,000 
personas abandonaron la ciudad en los últimos 
dos años y que más de la mitad de estos individuos 
emigraron a Estados Unidos. 24

A causa de estos niveles de violencia, el operativo 
antidroga más notorio se llevó a cabo en Ciudad 
Juárez. El 21 de marzo de 2008, el ex-Secretario de 
Gobernación, Juan Camilo Mouriño, anunció el 
inicio de la estrategia de seguridad pública conocida 
como Operativo Conjunto Chihuahua, inicialmente 
denominado Operativo Conjunto Juárez. En la primera 
fase del operativo se desplegaron 2,026 efectivos de 
las fuerzas armadas junto con 425 agentes de la Policía 
Federal y la Procuraduría General de la República.25 
Tan solo cinco días después los militares asumieron 
el control de las instalaciones y funciones de las 
instituciones policiales en el estado de Chihuahua.26 
En junio del mismo año, el gobierno federal ordenó el 
despliegue de otros 1,400 soldados para apoyar a los 
que ya estaban operando en Chihuahua.27 En marzo 
de 2009, el gobierno anunció que iba a enviar 5,332 
soldados más a Ciudad Juárez y las fuerzas armadas 
tomaron el control de la policía local.28 

A pesar de la presencia masiva de militares en 
Chihuahua durante más de dos años, especialmente 
en Ciudad Juárez, los niveles de violencia delictiva 
no se han reducido; por el contrario, entre 2006 y 
2009 se cometieron más de 4,900 homicidios y ha 
habido al menos 1,300 homicidios en los primeros seis 
meses de 2010.29 Al mismo tiempo, las violaciones 
a los derechos humanos también aumentaron a 
niveles alarmantes. A pocos meses del comienzo del 
Operativo Conjunto en 2008, el estado de Chihuahua 

ya encabezaba la lista de denuncias por violaciones a 
los derechos humanos por parte de militares recibidas 
por la CNDH, con 199 denuncias contra militares 
registradas en los primeros seis meses del año.30

Basándose en las denuncias recibidas, oficiales de 
la CNDH afirmaron que “los ataques más frecuentes 
son tortura, detención arbitraria, allanamiento de 
morada, cateos ilegales, trato cruel o degradante, robo, 
retención ilegal, amenazas, desaparición forzada, 
intimidación, daño en propiedad ajena y violaciones 
a la libertad y la seguridad jurídica.” En los casos en 
que los sospechosos son trasladados ilegalmente a 
instalaciones militares, “los agraviados son interrogados 
por personal militar, quienes les sacan información por 
medio de tortura: golpes, toques eléctricos, sumersión en 
agua, les cubren la cabeza con bolsas de plástico…”31 La 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Chihuahua 
informó en septiembre de 2009 que había recibido más 
de 1,450 denuncias por violaciones a derechos humanos 
cometidas por las fuerzas de seguridad durante el 
Operativo Conjunto Chihuahua.32

Aquellos que denuncian violaciones a los derechos 
humanos cometidos por militares corren el riesgo 
de ser amenazados, atacados e incluso asesinados. 
A principios de enero de 2010, una defensora de los 
derechos humanos, Josefina Reyes, fue asesinada de 
un disparo en la municipalidad de Guadalupe, al este 
de Ciudad Juárez, un crimen que para muchos está 
relacionado con su trabajo de denuncia de los abusos 
cometidos por las fuerzas armadas que participaron 
en el Operativo Conjunto Chihuahua.33 Sus colegas 
de la Coordinadora de Organizaciones de la Sociedad 
Civil han sido hostigados y amenazados a causa 
de su trabajo en defensa de los derechos humanos. 
Fruto del miedo por su seguridad y la de su familia, 
otra defensora de los derechos humanos, Cipriana 
Jurado, colega de Josefina, ha solicitado medidas 
cautelares a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) para proteger su integridad. Por 
otro lado, Gustavo de la Rosa Hickerson, visitador 
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Chihuahua en Ciudad Juárez y abiertamente crítico 
de los constantes abusos contra la población civil por 
parte de las fuerzas armadas, sufrió amenazas que 
le obligaron a huir del país durante varios meses.34 
En agosto de 2010, Emilia González, defensora de los 
derechos humanos de Juárez que lidera el reclamo 
por el juzgamiento de los crímenes cometidos por 
militares en el fuero civil, recibió visitas amenazantes 
de soldados armados en su casa.35
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hechos de tortura

red Mesa de Mujeres de ciudad Juárezi

El	03	de	febrero	del	2010	se	detuvo	una	camioneta	sin	identificación	oficial	tripulada	por	
elementos	del	Ejército	Mexicano	y	otras	personas	civiles,	le	hablaron	a	Israel	Arzate,	quien	vende	
discos	en	el	Centro	Comercial	de	Ciudad	Juárez.	Le	preguntaron	si	él	era	Carlos	Madrigal	y	aún	
cuando	les	respondió	que	no	fue	detenido	y	llevado	al	cuartel	militar	donde	lo	torturaron	física	y	
psicológicamente.	Este	momento	fue	el	último	que	Israel	fue	visto	hasta	que	fue	presentado	ante	los	
medios	de	comunicación	por	la	Procuradora	de	Justicia	del	estado	de	Chihuahua,	el	6	de	febrero	del	
2010,	como	uno	de	los	presuntos	implicados	en	la	masacre	de	Villas	de	Salvarcar,	que	ocurrió	el	30	
de	enero	del	2010.ii	A	pesar	de	que	su	esposa	y	madre	lo	buscaban	por	las	delegaciones	policíacas,	
las	clínicas,	el	cuartel	militar	y	el	Centro	de	Readaptación	Social	(Cereso)	Municipal,	en	ninguna	de	
las	instituciones	les	dijeron	su	paradero,	sus	familiares	solo	sabían	que	se	encontraba	preso	por	que	
lo	vieron	en	la	televisión.
	 Israel	narra	que	es	inocente	y	que	en	los	días	que	estuvo	“desaparecido”	le	dieron	choques	
eléctricos	en	su	pecho	y	abdomen,	le	colocaron	una	bolsa	de	plástico	en	la	cabeza	y	le	dijeron	
que	en	el	cuarto	contiguo	tenían	a	su	esposa	y	que	la	iban	a	violar.	Le	dijeron	que	necesitaban	que	
declarara	que	él	había	participado	en	la	masacre	de	los	jóvenes	de	Villas	de	Salvarcar.	Después	de	
dos	desmayos	sufridos	por	los	golpes	y	quemaduras,	y	creyendo	que	dañarían	a	su	esposa,	Israel	les	
dijo	que	sí,	que	él	había	participado	en	la	masacre	como	halcón.iii	Le	obligaron	tomar	seis	pastillas	
desconocidas	que	lo	dejó	mareado	y	luego	fue	presentado	ante	los	medios.	
	 El	18	de	marzo	del	2010,	sin	notificación	judicial,	fue	sacado	por	Agentes	de	Investigación	del	
Estado	de	Chihuahua	del	Cereso	Estatal,	donde	se	encuentra	recluido	esperando	el	inicio	del	juicio.	
Por	más	que	siete	horas	no	se	informó	del	paradero	de	Israel.	En	este	tiempo	lo	llevaron	al	cuartel	
militar	y	a	las	instalaciones	de	la	Subprocuraduría	de	Justicia	del	Estado	de	la	Zona	Norte,	donde	
volvieron	a	repetirse	hechos	de	tortura	al	colocarle	una	bolsa	en	la	cabeza	diciéndole	que	les	ayudará	
a	resolver	su	caso	y	que	ahora	no	lo	iban	a	golpear	por	que	deja	huellas	y	su	mamá	andaba	haciendo	
mucho	escándalo	afuera.	
	 En	estos	momentos	Israel	se	encuentra	vinculado	a	proceso	por	dos	delitos,	uno	por	posesión	de	
auto	robado	y	otro	por	presunto	implicado	en	el	múltiple	homicidio	de	la	colonia	Villas	de	Salvarcar;	
un	defensor	público	lleva	su	defensa.	
	 Por	los	hechos	de	tortura	se	levantó	una	queja	ante	la	Comisión	Nacional	de	Derechos	Humanos,	
solicitando	se	le	aplicara	el Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes	(Protocolo	de	Estambul).	Según	información	
proporcionada	el	9	de	Julio	de	2010	a	la	Sra.	Guadalupe	Meléndez,	madre	de	Israel	Arzate	por	parte	
de	la	Visitadora	Lic.	Deyanira	Cruz	Elenes	de	la	Primera	Visitaduría	de	la	CNDH,	peritos	especialistas	
de	la	Comisión	aplicaron	el	Protocolo	y	le	ha	diagnosticado	el	Síndrome	de	Estrés	Postraumático	
originado	por	los	hechos	de	tortura	vivido.

i	 Una	periodista	independiente	ha	entrevistado	a	Israel	en	la	cárcel.	Se	puede	ver	la	entrevista	en	cuatro	partes:	
http://www.youtube.com/watch?v=VPWSKajn4Bw;	http://www.youtube.com/watch?v=2dkZvyEf83A;	
http://www.youtube.com/watch?v=i8oHZyCjMqk;	http://www.youtube.com/watch?v=6d2yelZm9kI

ii	 Se	refiere	al	asesinato	de	16	jóvenes	que	estaban	en	una	fiesta	en	Ciudad	Júarez.
iii	 Término	que	la	Procuraduría	de	Justicia	del	estado	de	Chihuahua	ha	manifestado	que	se	les	denomina	a	los	

vigilantes	de	hechos	delictivos	para	dar	aviso	de	la	llegada	de	autoridades	a	la	zona.
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Residentes	de	Ciudad	Juárez	protestan	en	contra	de	la	violencia	y	la	presencia	
militar	en	la	ciudad.	
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Cambios en la estrategia del gobierno 
El 30 de enero de 2010, 16 jóvenes fueron asesinados 
por un grupo de asaltantes armados en una fiesta 
en Ciudad Juárez. Si bien antes de estas muertes 
existía una creciente preocupación por los operativos 
antidroga, que se manifestaba en la forma de 
protestas contra la presencia de los militares, estos 
asesinatos en particular provocaron la reacción de 
la sociedad civil a lo largo del país y un reclamo 
generalizado al gobierno para que cambiara su 
estrategia de seguridad.

Calderón, quien en varias ocasiones ha calificado 
a las muertes de civiles como “daño colateral” en la 
“guerra” contra el crimen organizado, inicialmente 
reaccionó frente a la muerte de los adolescentes 
afirmando que “probablemente fueron asesinados por 
otro grupo con el que tenían cierta rivalidad.” De esta 
manera, el Presidente los clasificó como miembros 
de bandas sin citar ninguna fuente que pudiera 
corroborar su declaración, la cual después retiró.36 
En respuesta a la creciente presión pública, el 11 de 
febrero de 2010 Felipe Calderón y varios miembros 
de su gabinete de seguridad emprendieron la primera 
de tres visitas a Ciudad Juárez a lo largo de un mes.37 
Como resultado de estas visitas, el gobierno anunció 
el programa “Todos Somos Juárez: Reconstruyamos 
la Ciudad,” mediante el cual todos los niveles de 
gobierno se comprometieron a invertir $270 millones 

en 160 acciones concretas en la ciudad. Estas 
inversiones incluyen proyectos como la construcción 
de escuelas, remodelación de hospitales, desayunos 
para estudiantes, una orquesta juvenil, capacitación 
antiviolencia y centros de rehabilitación para adictos. 
A pesar de que la página Web del programa enumera 
varios logros,38 muchos residentes de Juárez afirman 
que, a seis meses del lanzamiento de la iniciativa, aún 
no han visto resultado alguno de los programas.39

Antes de anunciar su intención de poner más énfasis 
en el gasto social en Juárez a través de “Todos Somos 
Juárez,” en enero de 2010 el gobierno mexicano había 
declarado que efectuaría un cambio en su estrategia 
de seguridad que involucrara el traspaso gradual 
del control del Operativo Conjunto Chihuahua a la 
Policía Federal mexicana, bajo el nuevo nombre de 
“Operación Coordinada Chihuahua.”40 El 8 de abril de 
2010, el gobierno anunció que aproximadamente 5,000 
efectivos de la Policía Federal asumirían tareas hasta 
entonces a cargo de los militares, con el apoyo de entre 
2,500 y 3,000 “nuevos” policías municipales.41 Bajo 
esta nueva estructura, la Policía Federal está a cargo 
de patrullar las calles, dirigir el Centro de Emergencia 
y Reacción Inmediata (CERI), inspeccionar bares y 
discotecas, investigar casos de secuestro y extorsión, 
además del crimen de alto impacto y desmantelar redes 
criminales. Se anunció que los militares mantendrían su 
rol como guardianes de las cruces internacionales, los 
terminales aéreas y terrestres y los accesos carreteros 
de Ciudad Juárez, y seguirían trabajando en zonas 
rurales del municipio de Ciudad Juárez. 42 Este cambio 
significa que la lucha antidroga en las zonas urbanas 
de Ciudad Juárez está ahora en manos de la Policía 
Federal; no obstante, los militares continuarán teniendo 
un rol en la ciudad y sus alrededores.

Si bien no se deben minimizar los niveles de 
inseguridad causados por grupos vinculados al 
narcotráfico en Ciudad Juárez, la tolerancia hacia 
las violaciones de derechos humanos por parte de 
las fuerzas armadas y la consecuente impunidad 
simplemente suman otro tipo de inseguridad a la 
ciudad en lugar de reducir la violencia asociada al 
narcotráfico. La muestra de casos descritos en los 
recuadros a lo largo de estas páginas, documentados 
por organizaciones de derechos humanos locales de 
Ciudad Juárez, demuestra que los mismos agentes 
encargados de garantizar la seguridad ciudadana 
están perpetrando actos de violencia. Debido a su 
presencia dominante en el Operativo Conjunto 
Chihuahua hasta abril de 2010, los casos mencionados 
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en este informe incluyen abusos por parte de 
militares. Según datos recientes sobre Ciudad Juárez, 
la Policía Federal, que ahora tiene un rol protagónico 
en las operaciones de seguridad en esa ciudad, 
parece estar cometiendo sus propios abusos. Lo 
anterior demuestra que simplemente reemplazar a 
los militares por policías, que también tienen débiles 
mecanismos de rendición de cuentas, no ayudará a 
prevenir la victimización de los ciudadanos por parte 
de las fuerzas de seguridad.43

Conclusión
Si bien el fortalecimiento institucional ha formado 
parte de la estrategia de seguridad del gobierno 
mexicano, el elemento central de ésta ha sido 
claramente el despliegue de fuerzas de seguridad 
lideradas por militares en operativos antidroga. 
Este enfoque no ha logrado reducir la violencia 
relacionada con el narcotráfico en México, a la vez que 
ha producido un dramático aumento en el número de 
violaciones a los derechos humanos.

Retirar eficazmente a las tropas militares de las 
tareas de seguridad pública es un paso clave para 
separar la seguridad pública de la seguridad nacional 
dentro de los cuerpos de seguridad mexicanos y 
para garantizar los recursos y la energía necesarios 
para fortalecer las instituciones policiales civiles. No 
obstante, incluso si en el futuro se llegara a limitar el 
rol de los militares en todo el país, esto no disminuiría 
en absoluto la gravedad de los abusos que ya han 
cometido los militares, los cuales permanecen impunes.

Un paso esencial para asegurar que los abusos 
por parte de militares sean sancionados y prevenidos 
a futuro sería garantizar que las violaciones a los 
derechos humanos cometidas por miembros de las 
fuerzas armadas sean juzgadas por las autoridades 
civiles. En una sentencia de 2009 contra el gobierno 
mexicano, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ordenó a México que reformara el Artículo 
57 de su Código de Justicia Militar para garantizar 
que este tipo de abusos sean juzgados por las 
autoridades civiles.44 Lamentablemente, en base a 
debates recientes sobre la Ley de Seguridad Nacional 
en el Congreso mexicano, parece evidente que, si 
bien la ley propuesta regularía la participación de los 
militares en los operativos antidroga, las reformas 
del Artículo 57 no se discutirán hasta las próximas 
sesiones que tendrán lugar en septiembre.

Tan importante como sancionar a los soldados por 
los abusos que cometan es la necesidad de fortalecer 

el sistema judicial mexicano. Si bien las reformas 
constitucionales de 2008 contemplan numerosas 
medidas, entre otras la introducción de juicios orales 
y mayores garantías procesales, éstas no garantizan 
que México pueda superar desafíos históricos como 
la corrupción, falta de transparencia y la debilidad 
de sus instituciones judiciales.45 A fin de reducir 
la estremecedora tasa de 98% de impunidad por 
crímenes en México, y de mejorar la eficacia de la 
investigación y el juzgamiento de agentes del Estado 
acusados de violaciones a derechos humanos, es 
necesario que el gobierno redoble sus esfuerzos para 
implementar plenamente las reformas aprobadas en 
2008 y que disponga medidas para hacer frente a los 
desafíos históricos que presenta el sistema.

Finalmente, si bien es necesario prestar más 
atención y dedicar más recursos a los esfuerzos 
de reforma policial de modo que las instituciones 
policiales civiles puedan asumir su mandato como 
encargados de la seguridad publica, en tanto la policía 
federal, estatal o local siga operando con sistemas 
de rendición de cuentas débiles o inexistentes, sus 
agentes continuarán cometiendo abusos contra 
la población civil. Por lo tanto, es fundamental 
desarrollar nuevos sistemas de control interno y 
externo, o fortalecer los sistemas existentes dentro de 
los cuerpos policiales, especialmente a nivel estatal 
y local, para que los agentes policiales entiendan 
claramente que ante cualquier comportamiento 
criminal, incluyendo violaciones a los derechos 
humanos, serán sancionados.

En cuanto a la cooperación con México, el gobierno 
de Estados Unidos debería priorizar el fortalecimiento 
de las instituciones civiles mexicanas — por ejemplo 
mediante la capacitación en el sistema de justicia penal 
acusatorio — y no la expansión de la participación 
militar en la lucha antidroga. Estados Unidos también 
debe dar claras señales a México de que no ignorará la 
gravedad de las violaciones a los derechos humanos 
ocurridas en el marco de los operativos antidroga. 
La decisión del Departamento de Estado de retener 
parte de los fondos suplementarios para México del 
presupuesto de 2010 hasta que el gobierno mexicano 
demuestre avances en la presentación y aprobación 
de legislación en materia de derechos humanos, 
incluyendo leyes que garanticen que las graves 
violaciones a los derechos humanos contra civiles 
serán juzgadas en tribunales civiles y no militares, es 
un mensaje importante del gobierno estadounidense.46 
Sin embargo, la totalidad de los fondos condicionados 
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debería ser retenida hasta que México demuestre 
que está haciendo frente debidamente a los abusos 
cometidos por militares, como los que se detallan 
arriba, y que los responsables son efectivamente 
sancionados. A ambos países les conviene esforzarse 
por poner freno a las violaciones sistemáticas a los 
derechos humanos cometidas por las fuerzas de 
seguridad mexicanas.

Si bien existen claros desafíos a la seguridad 
pública en México, el uso de tácticas ilegales por parte 
de las fuerzas de seguridad y las fuerzas armadas 
contra la población, incluyendo graves violaciones a 
los derechos humanos como la tortura, ni beneficia ni 
se justifica por la situación actual: solamente responde 
a un tipo de crimen y violencia con otro. Aún menos 

legítimo es utilizar los problemas del país con el 
crimen organizado como justificación de los ataques 
contra defensores de los derechos humanos, como 
los casos ocurridos en Juárez mencionados arriba, 
cuyos protagonistas continúan trabajando en favor del 
Estado de Derecho a pesar del enorme riesgo personal 
que esto conlleva. La seguridad pública y los derechos 
humanos no son mutuamente excluyentes; ambos son 
componentes esenciales de un Estado democrático. 
A medida que el gobierno mexicano avanza en su 
estrategia de seguridad debe sancionar a los miembros 
de las fuerzas armadas y policiales mexicanas 
responsables de violaciones a los derechos humanos, 
como medida fundamental para combatir la impunidad 
y fortalecer el Estado de Derecho en el país.
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